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    Presentación




    En agosto de 1985 se celebraron en Jiquilpan, Michoacán, la tierra de mi padre, las VIII Jornadas de Historia de Occidente, en el Centro de Estudios de la Revolución Mexicana Lázaro Cárdenas. Presenté en esa ocasión una ponencia que titulé “La Revolución a futuro”, en la que empecé diciendo:




    Intentaré en este trabajo presentar hacia dónde debiera evolucionar el país en el futuro inmediato, para dar cumplimento y satisfacción a los objetivos de la Revolución Mexicana, para actualizar las que pudieran ser metas del movimiento social que se inició a principios de este siglo, para buscar así su continuidad en nuestro desarrollo político, económico y social.1




    Mi idea era profundizar en el tema, revisando con mayor detalle las realizaciones, pronunciamientos y escritos que pudieran considerarse de avanzada por distintos personajes y momentos de la Revolución, para deducir hacia dónde y cómo hubieran pretendido que se desenvolviera, y ver también cuáles eran las principales desviaciones. Esto último no gustó al gobierno de entonces. En ese tiempo me desempeñaba como gobernador de Michoacán. Entre mis intenciones estaba también contribuir a hacer viable la posibilidad de enderezar el rumbo, actuando desde el interior del régimen. Parecía una utopía, pero había que intentarlo.




    Ahí quedó la idea hasta ahora. Quiero recuperarla en las páginas que siguen. Sin embargo, la situación actual del país es muy distinta a la de entonces. En 1985 eran los primeros años de las políticas acordes al Consenso de Washington y el neoliberalismo, y empezaba la labor de zapa, consciente, intencionada, desde el gobierno, contra todo aquello relacionado con la Revolución, lo popular y la soberanía, pero eran apenas los comienzos y no había el descaro —esto es, el entreguismo y la corrupción— con el que después se procedió. Hoy han transcurrido 40 años de retrocesos sociales, económicos e institucionales, efecto de las políticas instrumentadas a conciencia por los gobiernos que en el periodo del neoliberalismo se han sucedido.




    Actualizándome, en las líneas que siguen no sólo recupero la intención de revisar el pensamiento y las acciones de los participantes en la Revolución, sus planteamientos de cómo visualizaban el futuro, sino que a partir de los retrocesos sociales, económicos y políticos que han caracterizado estas últimas cuatro décadas y de la situación de apremio en todos los órdenes a la que se ha llegado en la actualidad, lanzo algunas ideas con la intención de contribuir a un debate sobre cómo mejorar integralmente el presente, para dar solidez a un futuro de progreso y bienestar sostenidos para México y los mexicanos.




    Quienes participaron en la Revolución tenían conciencia de que la raíz democrática e igualitaria venía de muy atrás. Se identificaban con las corrientes históricas libertarias de origen popular y en función de ellas, actualizadas en el tiempo, fueron construyendo sus identidades y adoptando sus posiciones. Se nutrieron de las corrientes nacionales, y también de lo que sucedía y se pensaba en otras partes del mundo. Estudiando la historia, sabían que la evolución de los pueblos y de las naciones es una constante, que por lo tanto, después de edificar una democracia sólida, vendría un cambio hacia una etapa mejor, superior, de organización político-social, y visualizaron que sería un sistema socialista, sin adentrarse en las características que éste pudiera adoptar, en el momento de llegarse a ese estadio en la evolución del país.




    Desconozco si nuestro desenvolvimiento político, social, económico y cultural nos llevará al socialismo. No creo que sea el momento de discutir lo que deba o no entenderse en detalle por socialismo, ni que lo que resultara de ese debate debiera ser el proyecto por instrumentar en nuestro país. De lo que sí tengo certeza es que al interés individual habrá que anteponer el colectivo, que la igualdad tendrá que estar presente en lo interno y en lo internacional y que no se puede y no se debe seguir en la caída en todos los órdenes, como ha ocurrido en estas últimas décadas. Conviene pensar en lo mucho que no se corrigió anteriormente para no repetir errores. Pero el tobogán de deterioro que prevalece en la actualidad no puede ni debe ser el destino de México. Lo que percibo es que sectores muy amplios de mexicanos aspiran a lo que entiendo por una vida en democracia: con respeto y capacidad de ejercicio de derechos y obligaciones, con una vida digna y sin apremios, con oportunidades para todos y sin privilegios injustos o mal habidos.




    Creo que hacia donde debe dirigirse el esfuerzo colectivo es a ampliar, consolidar y limpiar nuestra democracia. Será el desarrollo lógico para salir de la situación de deterioro y empantanamiento actual. Pero no se trata sólo de externar lo que yo entienda por la democracia que necesitamos. Por eso recurro a las ideas que han contribuido a formar esta larga y diversa corriente de pensamiento y acción que se ha nutrido con el espíritu de las rebeliones indígenas y los precarios esfuerzos de organización de los trabajadores mineros por sus reivindicaciones en los tiempos coloniales, que tiene sus orígenes más directos en las luchas por la Independencia y llega así hasta la Revolución y su reforma agraria, y a las de las reivindicaciones populares que hoy se reclaman. Y por la misma razón considero que es indispensable un amplio debate colectivo para formular el proyecto de democracia estable, sustentable y progresista que hoy requiere el país.




    Hay una línea de continuidad ideológica y política principal y clara: desde los Sentimientos de la Nación y la Constitución de Apatzingán, pasando por las reivindicaciones de la Reforma, los muy importantes pronunciamientos del Programa del Partido Liberal Mexicano, la Constitución de 1917, hasta la actual rebelión de las mujeres contra la violencia y la discriminación.




    Consideré necesario hacer referencias concretas a los planes revolucionarios, que dan cuenta de las demandas democráticas y las reivindicaciones del momento, así como a las reformas llevadas a cabo en la Constitución, en los artículos que mejor definen las posiciones ideológicas, mejor proyectan hacia el futuro y que caracterizan las diferentes administraciones y legislaturas.




    En la parte final señalo lo que me parece debe hacerse en relación con las que he considerado cuestiones importantes en el cambio y la edificación democrática que hoy está reclamando nuestro país.




    Después de realizar este ejercicio, me encuentro más convencido que nunca de que la Revolución Mexicana se trazó como objetivo edificar una nación y un pueblo democráticos, esencialmente democráticos, dentro de un mundo también democrático.




    

      




      

        1 Cuauhtémoc Cárdenas Solórzano, “La Revolución a futuro”, Sobretiro.- VIII Jornadas de Historia, Michoacán, Centro de Estudios de la Revolución Mexicana Lázaro Cárdenas, agosto de 1985, p. 1.


      


    


  




  

    I




    La Revolución Mexicana, una revolución viva




    La Revolución Mexicana es un movimiento vivo, que tiene antecedentes y distintas etapas en su desarrollo. Entre los antecedentes previos a 1910 se encuentran los documentos que plantean un proyecto nacional, como las constituciones de 1814 (Apatzingán, que no tuvo vigencia nacional, pero sí gran influencia en planteamientos y hechos posteriores), 1824 y 1857, así como propuestas y experiencias de carácter agrario, adelantando que la Revolución Mexicana en las causas que provocaron su estallido y en importantes fases constructivas hubiera tenido un pronunciado carácter agrario, más que cualquier otro contenido de orden social, político o económico; sólo en tiempos recientes las fuerzas de avanzada han evolucionado a dar prioridad a la lucha por la igualdad en su más amplio sentido, por los derechos de la gente y contra la violencia y la inseguridad.




    Puede considerarse que la Revolución Mexicana, como movimiento ideológico, político y social forma parte de las corrientes libertarias y progresistas que se han manifestado a lo largo de nuestra historia, sobre todo a partir de la lucha por la Independencia. En ésta, además de rechazar el dominio de España y de toda nación extranjera, se presenta un primer proyecto de nación, esbozado en sus principios generales en los Sentimientos de la Nación del insigne José María Morelos, y delineado con mayor precisión en el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana (Constitución de Apatzingán), inspirado y alentado por el propio Morelos y promulgado el 22 de octubre de 1814, en la Tierra Caliente michoacana, en el fragor de la lucha por la independencia.




    Previamente el Congreso de Anáhuac, reunido en Chilpancingo, consignó en acta del 6 de noviembre de 1813 la Solemne Declaración de Independencia de la América Septentrional, al proclamar que ésta recobraba su soberanía, usurpada por la invasión napoleónica de la península ibérica, y se separaba del trono español.2




    Después de Chilpancingo, los congresistas y los cuerpos que formaban las instituciones insurgentes anduvieron itinerantes, hasta que el Congreso pudo sesionar en Apatzingán, donde el 22 de octubre de 1814 promulgó el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, el primer pronunciamiento libertario mexicano, ya que es éste el primer documento de la Independencia en el que al hacer referencia a la nación no se dice ya sólo América o América Septentrional, sino América Mexicana.




    Conviene destacar que desde la Constitución de Apatzingán se ha establecido con precisión en nuestras constituciones que la soberanía radica en el pueblo. Esta facultad fundamental de la Corona española se la apropió el pueblo mexicano, que según el sentido general del texto habría de ejercerla con sentido democrático, y palabras más, palabras menos, con el mismo espíritu lo señalan el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana —que da base a la Constitución de 1824— y las constituciones de 1857 y 1917. La carta de 1814 indica que la soberanía está constituida por la facultad de dictar leyes y establecer la forma de gobierno, y que ésta es imprescriptible, inenajenable e indivisible; además, que el gobierno se instituye para la protección y seguridad de todos los ciudadanos, los que tienen el derecho de establecer el que más les convenga, alterarlo, modificarlo y abolirlo totalmente, cuando su felicidad lo requiera, y categóricamente rechaza que el título de conquista se legitime por el uso de la fuerza.3




    En la historia, las constituciones han representado el marco del modelo institucional y de convivencia —político, social, económico, cultural, nacional e internacional— que los pueblos, en su momento, aspiran a imponer y a desarrollar hacia un largo futuro en el espacio nacional sobre el que tienen jurisdicción.




    En México son tres las constituciones propiamente dichas que han tenido vigencia a raíz de la Independencia y de la instauración de la república: las de 1824, 1857 y 1917, aunque la de 1824 se interrumpe en 1835, cuando se impusieron como norma constitucional las llamadas Siete Leyes o Constitución de Régimen Centralista, sustituidas en 1843 por las Bases Orgánicas, que rigen hasta 1846; en 1847 se restablece la vigencia de la carta de 1824, reformada, que se mantiene como norma suprema hasta que entra en vigor la Constitución de 1857.




    Las tres constituciones —1824, 1857 y 1917—, además de establecer las instituciones del Estado y los derechos de la gente, plantean un modelo para el desarrollo tanto de la nación como de la sociedad. Se asoman al futuro. Dan reglas que al mantenerse en el tiempo irían delineando la utilidad de las instituciones para que el progreso se dé en lo social, a partir de las normas de convivencia implantadas; en lo económico, con base en los esquemas de desarrollo que la carta en este caso establece y permite, y en lo político, a partir de las instituciones que crea, los derechos que reconoce y las obligaciones que impone.




    En las discusiones del Congreso Constituyente de 1824 y en sus resoluciones se encuentran influencias de la Constitución de Apatzingán, de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de la Revolución Francesa de 1789, así como de la Constitución de Cádiz de 1812 y de la Constitución de los Estados Unidos, la primera de una república, en vigor desde 1787. El debate en el que se discutió esta carta abrió la reflexión sobre las peculiaridades regionales y las diversidades del país, lo que sin duda contribuyó a que en la norma aprobada predominara el criterio federalista.




    La república sufrió muchas adversidades antes de contar con una nueva constitución que sustituyera a la de 1824. Se separó Texas, se perdió la guerra con Estados Unidos y más de la mitad del territorio nacional fue arrebatada a México, levantamientos un día sí y otro también, y Antonio López de Santa Anna subía y bajaba de la presidencia, hasta que de su última y desquiciada dictadura de oropel lo echó la Revolución de Ayutla.




    Con ésta llegó al poder un destacado grupo de liberales dispuestos a transformar la cara del país. Empezaron por emitir una serie de leyes que suprimían privilegios, reafirmaban derechos de la gente y buscaban la activación de la economía: la ley Juárez, que estableció que la justicia sería administrada en adelante por tribunales civiles y abolió los fueros militares y eclesiásticos (1855); la ley Lafragua, que consolidaba la libertad de imprenta; la ley Lerdo (25 de junio de 1856), que desamortizaba los bienes de las comunidades religiosas y civiles, lo cual dolió en lo más profundo de su ser a las altas jerarquías de la Iglesia; la ley Ocampo o del Registro Civil, y la ley Iglesias, que prohibió el cobro de derechos, obvenciones parroquiales y diezmo. Después de estas leyes vendría la promulgación de la Constitución, el 5 de febrero de 1857, y con posterioridad otras disposiciones legales, agrupadas también en las llamadas Leyes de Reforma. Todas ellas serían incorporadas a la nueva constitución el 25 de septiembre de 1874, durante el gobierno de Sebastián Lerdo de Tejada.




    Las otras Leyes de Reforma son la de Nacionalización de los Bienes Eclesiásticos (1859), la del Matrimonio Civil (1859), los decretos de secularización de cementerios y supresión de festividades religiosas (1859), la Ley de Libertad de Cultos (1860) y los decretos de secularización de hospitales e instituciones de beneficencia y de exclaustración de frailes y monjas (1861).




    De hecho, todas estas disposiciones pasaron, con ligeras modificaciones, a la Constitución de 1917 o a las leyes de la Revolución.




    La Revolución Mexicana puede verse en sus diferentes etapas: sus antecedentes y precursores (siglo XIX y XX, antes de 1910), la fase armada (1910-1920), el periodo de estabilización (1920-1934), el punto más alto de las realizaciones revolucionarias (1934-1940), el declive (1941-1982) y el periodo de desmantelamiento institucionalizado, subordinación y retroceso material que ha seguido, en el que ya no ha habido gobiernos que se precien de revolucionarios y que debe valorarse también como un periodo de la lucha por la liberación y la democracia. Si bien esta última ha sido una etapa destructiva de lo nacional y social, importantes sectores democráticos y populares no han permanecido pasivos; dieron y han estado dando la pelea política. En todas esas etapas han tenido presencia diversas corrientes de pensamiento y diferentes activismos.




    La ideología avanzada, moderada o francamente conservadora, asumida en las distintas fases de la Revolución por grupos e individuos que se identificaban a sí mismos como revolucionarios, se deja ver en las posiciones adoptadas respecto a los que bien pueden llamarse los grandes temas: la soberanía nacional, las relaciones internacionales, la reforma agraria, el ejido, la orientación de la educación, el aprovechamiento de los recursos naturales, los derechos de la gente, los derechos de decisión sobre el cuerpo propio, la igualdad y las modalidades de la democracia, las formas y alcances de la representación política y social, el orden internacional, el papel del Estado en la vida económica y social. En ningún momento dejó de darse una diversidad dentro del propio movimiento, aun cuando sin duda hubo ideas y grupos predominantes dentro de los distintos periodos. Y hay que señalar que dada la apertura democrática y el pluralismo existentes que el neoliberalismo ha tenido que admitir, esa diversidad ha permeado a la sociedad que se articula política e ideológicamente en torno a aquellas ideas básicas. Ideológicamente y en la práctica diaria, frente a las administraciones estadounidenses, los gobiernos del neoliberalismo, más allá de su adscripción partidaria, han sido monolíticos, sin fisuras: doblegados políticamente y entreguistas en lo económico.




    Resulta interesante señalar que desde el lado de la Revolución, nunca nadie planteó que hubiera un pensamiento único, ni una única organización o un partido político único de las fuerzas identificadas con el movimiento. Por el contrario, éste se ha visto en todo momento como una organización plural a su interior y tolerante y respetuosa hacia afuera. Esta actitud de apertura constituye uno de sus activos más valiosos, que deja ver que la Revolución es un movimiento política e ideológicamente vivo.




    Distintos actores del movimiento revolucionario expresaron que para pasar a una nueva etapa, el socialismo concretamente, deben cumplirse antes las metas de la Revolución Mexicana, esto es, la visualizaron como un movimiento con un principio y un fin. En el curso del tiempo, con avances y retrocesos, es evidente que los objetivos primigenios de la Revolución no se han alcanzado a plenitud: vigencia efectiva de un Estado de derecho, una democracia amplia, igualdad en el ejercicio de derechos y en el acceso a oportunidades de progreso, soberanía plena sobre los recursos y el proceso de desarrollo, universalización de la educación, la atención a la salud, la seguridad social, etcétera, y que se trata, fundamentalmente, de un movimiento de profunda raíz y objetivos democráticos y populares.




    Conviene señalar, entre los antecedentes a la situación actual, que el Consenso de Washington surgió de la profunda crisis del capitalismo que cubrió prácticamente toda la década de 1970. Se convirtió en la plataforma de lanzamiento del globalismo y la afirmación del pensamiento neoliberal, como alternativa a las propuestas y políticas keynesianas. Esa década fue también la del “conflicto estructural” con el Tercer Mundo, y la siguiente, la de los 1980, la de la gestación del gran desplome del comunismo soviético y la afirmación del nuevo orden mundial posterior a la Guerra Fría: muchos acontecimientos y mutaciones; y México en medio, con nuestra propia crisis.




    Hoy, después de todo lo acontecido en este periodo, la instrumentación de políticas de recuperación estará partiendo de retrocesos mayores y resulta por lo tanto más urgente que antes retomar un camino que tenga como propósitos elevar niveles de vida de la población, crear empleos estables y formales, acelerar el crecimiento de la economía y que el país se desarrolle sin las trabas de la dependencia, erradicar la corrupción de raíz, etcétera, esto es, volver a un camino acorde con los intereses de una nación que pueda ejercer su soberanía en beneficio de sus habitantes. Y ese camino no puede ser otro, en las circunstancias actuales, que el señalado por la Revolución Mexicana puesto al día: edificar una democracia sólida, profunda, de amplia participación ciudadana, progresista, y en paralelo ir actualizando o construyendo las instituciones que den cauce a este ejercicio soberano de la democracia.




    La Revolución estalló contra la dictadura porfiriana al grito de “¡Sufragio efectivo! ¡No reelección!” Ése es el punto de partida de la democracia actual. Muchas vicisitudes se han sucedido, altas y bajas en el tiempo, para que el sufragio sea efectivo, para tener una democracia electoral aceptable —que requiere de perfeccionamiento— y para abrir espacios de democracia social y participativa, que aún deben agrandarse y consolidarse. Esto es, la obra revolucionaria podrá considerarse concluida en el momento en que México cuente con un sistema democrático en lo político, igualitario en lo social, con una economía que crezca sostenidamente, distribuya con equidad y se desenvuelva dentro de un efectivo Estado de derecho, con ejercicio pleno y sin trabas de la soberanía nacional.




    Habrá que pensar, entonces, que lo que teóricamente se ha postulado y se postula asumiéndose afín a la Revolución Mexicana, con la aspiración de hacerlo realidad, queda ahí como objetivo de presente y de futuro. El ideal se mantiene mientras no se convierta en realidad social, política, cultural o económica. Al culminar el proceso surgirán las nuevas aspiraciones, nuevos anhelos y nuevas banderas de lucha.




    

      




      

        2 Acta Solemne de la Declaración de Independencia de la América Septentrional promulgada por el Congreso de Anáhuac (6 de noviembre de 1813), en Los sentimientos de la nación de José María Morelos. Antología Documental, México, Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México, 2013, p. 135.


      




      

        3 Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana. Sancionada en Apatzingán, 22 de octubre de 1814, edición facsimilar, México, Senado de la República, 2014.


      


    


  




  

    II




    El porfiriato: hacia la caída




    El 20 de noviembre de 1876, a las seis de la tarde, comenzó el porfiriato con la proclama “¡Sufragio efectivo! ¡No reelección!” En la misma fecha, a la misma hora y bajo el mismo lema, pero 34 años después, empezó el final del porfiriato.4




    En el curso de este periodo de reelección tras reelección el país aparentemente estaba en calma, pero eran fuertes las convulsiones y el hervor en sus entrañas. Los despojos de tierras, sobre todo de comunidades indígenas y campesinas, estaban a la orden del día; las compañías deslindadoras contribuyeron entusiastas a ello, sin importarles los conflictos sociales que provocaban y dejaban subsistentes.




    Carleton Beals hace una descarnada descripción de cómo se engañaba al campesino para despojarlo:




    Escandalosa usurpación, desconocida incluso en los días de la colonia. Aguardiente, firmas de borracho, un poco de pan, unas cuantas medidas de maíz, más copas y el indio quedaba sin sus tierras, sus bosques, sus aguas; no más leña, no más carbón para vender, no más ocote para alumbrar su choza, sin madera para su horno de alfarería; desheredado, su única salvación era convertirse en un siervo.5




    Los despojos de las comunidades estaban a la orden del día: en la década de 1883 a 1893, 50 millones de hectáreas fueron señaladas por las compañías privadas como tierras ociosas —lo que no era cabalmente cierto—, y se quedaron con al menos la tercera parte de esa superficie. Los reclamos de los injustamente despojados lograron que esos deslindes se suspendieran en 1891, aunque la Ley de Colonización de 1894 “abolió la limitación de superficie y el castigo por apoderamiento previo, e impuso la obligación de mejorar las propiedades otorgadas. Cerca de 10 millones 600 mil hectáreas de la nación pasaron a manos privadas casi sin ninguna remuneración para el tesoro público. Pagado en bonos, el precio nominal de una hectárea, en algunos casos fue reducido a medio centavo”.6




    Despojos de tierras y atropellos de autoridades, como lo relata Beals, se dieron por todo el país, lo cual provocó en varios casos respuestas armadas de una población violentada y desesperada.




    Las guerras del Yaqui, con intermitencias, van desde 1885 (sin mencionar las de siglos atrás) hasta 1902, como respuesta a los despojos y la pretensión de recuperar los territorios que habían tenido en posesión ancestral. Lo mismo puede decirse de sus vecinos del sur, los mayos, que estuvieron levantados entre 1891 y 1892; los mayas de la península de Yucatán, en rebelión por más de medio siglo, durante la Guerra de Castas de 1847 a 1901, y la rebelión de los indios serranos tomochitecos, oponiéndose al despojo de sus tierras, que por la fuerza y con apoyo del gobierno les arrebató la Chihuahua Mining Company.7




    Además de los levantamientos armados de grupos indígenas por el despojo de sus tierras, fomentado en buena parte por la corrupción de gobernadores, comandantes militares y políticos locales, se estaba gestando una oposición política. El descontento empezó a crecer conforme se fue haciendo más laxo en todo sentido el cumplimiento de la Constitución.




    El anquilosamiento intelectual del dictador y del régimen, y la corrupción política, intelectual y material del propio dictador, de gobernadores, altos jefes militares, políticos y negociantes allegados al régimen, vividores, que con gran distensión trataban las cuestiones de ideología y de principios, aunado todo ello a la falta de una oposición política organizada, “llevó inevitablemente a que la ideología liberal se volviera muy imprecisa. Durante las guerras civiles, la ideología liberal se había vuelto cada vez más exaltada y ‘pura’. Cuando el liberalismo se quedó solo, su ideología se volvió menos rígida y más difusa”,8 que es lo que sucede a todo movimiento político o social que ignora sus principios, cae en la práctica del oportunismo y se arrellana en la comodidad de la autocomplacencia.




    En 1899 las inquietudes políticas de jóvenes y liberales de San Luis Potosí, ideológicamente leales a los principios de la Reforma, encabezados por Camilo Arriaga, convocan a la formación de clubes liberales, y para agosto de 1900 a un congreso a celebrarse en febrero de 1901.




    El debate en el congreso se centra, por una parte, en los avances del clericalismo, y los atropellos a las Leyes de Reforma, por otra, en las confrontaciones de ideologías entre los principales convocantes al congreso, todavía en forma un tanto sorda. Alinean, por un lado, Antonio Díaz Soto y Gama y Camilo Arriaga y, por otro, Ricardo y Enrique Flores Magón, Juan Sarabia y Librado Rivera. Coinciden todavía, sin embargo, en el empeño por impedir la sexta reelección de Porfirio Díaz, que podría darse en 1904. En el manifiesto del Club Liberal Ponciano Arriaga, del 27 de febrero de 1903, se decía que la Constitución había sufrido una serie de males provocados por la transgresión y olvido a sus principios y que una vez muerto el código fundamental, moría también en el país el imperio de la ley, el orden y la libertad.




    La campaña antirreeleccionista se hace cada vez más ácida. En el mismo año el Club Antirreeleccionista Redención termina su Manifiesto a la Nación advirtiendo que el pueblo mexicano, en uso de sus derechos electorales, debía impedir la sexta reelección de Díaz, pues de lo contrario precipitaría a la nación en los horrores de la guerra civil.




    Cinco días después de que se hiciera público el Manifiesto, el gobierno clausura los diarios de oposición y mete en prisión a los dirigentes principales. En ese momento se había producido ya una división, de un lado se colocaban quienes preconizaban un liberalismo reformista: Camilo Arriaga, Juan Sarabia y Santiago de la Vega, y del otro, quienes sostenían un socialismo libertario: Ricardo y Enrique Flores Magón, Librado Rivera y Antonio Díaz Soto y Gama. De estos últimos, los tres primeros darían el paso al anarquismo. Años después, Díaz Soto y Gama participará en el zapatismo y en la Convención de Aguascalientes.9




    En 1904 vendría una elección presidencial más, en esta ocasión para un periodo de seis años. Los liberales que no siguieron a Flores Magón se incorporan a la actividad política en curso. La mayor parte forma la oposición, que en un principio abogaba por que el general Bernardo Reyes integrara, como candidato a la vicepresidencia, que se elegiría por primera vez, la fórmula que encabezara Porfirio Díaz, lo cual no logra. El dictador escogerá para esa candidatura a Ramón Corral. En 1909, con vistas a la elección del año siguiente, vuelve a surgir la pretensión de que Reyes sea el candidato, pero su actitud indecisa y la falta de anuencia del dictador frenan de manera absoluta esa posibilidad. Al mismo tiempo, los grupos antirreeleccionistas, liberales de origen y muchos reyistas desencantados, empiezan a agruparse en torno a Francisco I. Madero, que ha publicado su libro La sucesión presidencial en 1910, y ha comenzado a organizar el Partido Antirreeleccionista.




    La corriente magonista, entre tanto, no permaneció ociosa. Se lanzó a alentar la formación de clubes liberales y a editar varios periódicos, de mucho impacto e influencia en grupos inconformes con el sistema, diseminados por el país; también a organizar a trabajadores en varias industrias de importancia y, en franco distanciamiento con los grupos que habían optado por las vías cívicas, a preparar levantamientos armados con la pretensión de derrocar la dictadura porfiriana.




    Desde el punto de vista ideológico-programático y de lo que vendría a ser la Revolución Mexicana, son de suma importancia y trascendencia el Manifiesto y el Programa del Partido Liberal Mexicano, hecho público el 1 de julio de 1906.




    Poco antes, el 1 de junio de ese año, había estallado la huelga en las minas de Cananea, Sonora, explotadas por la Cananea Consolidated Copper Company, propiedad del estadounidense William C. Greene, que provocó que el gobierno de Sonora llamara en su auxilio a unos 200 voluntarios del vecino país y cuyas consecuencias fueron 23 trabajadores mineros muertos, 22 heridos, más de 50 detenidos y cientos huidos.




    El magonismo fue activo también en otros importantes centros industriales: Tizapán y San Ángel, del Distrito Federal, y Querétaro. Apoyó igualmente los fuertes descontentos de las obreras de la cigarrera Penichet de Puebla en 1907, y un año más tarde de los mineros de El Boleo, en el Distrito Sur de Baja California, cuando la empresa trató de sustituir a mexicanos con trabajadores asiáticos. Al mismo tiempo que se sucedían las protestas y huelgas en los centros de trabajo, los magonistas organizaron levantamientos que, si bien concluyeron en fracasos, mostraron su decisión de mantenerse en pie de lucha.10




    Así, el grupo magonista se decidió definitivamente por la vía armada: el 26 de septiembre de 1906 tuvo lugar el ataque a Jiménez, Chihuahua; el 30 del mismo mes se produjo un levantamiento en Acayucan, Veracruz; el 7 de enero de 1907 la rebelión, matanza y represión de trabajadores textiles huelguistas en Río Blanco, Veracruz; el 24 de junio del siguiente año un levantamiento en Viesca, Coahuila, en la Comarca Lagunera; el 28 de junio un golpe sobre el pueblo fronterizo de Las Vacas (hoy Ciudad Acuña), Coahuila. El 30 de junio sucedieron hechos múltiples, uno encabezado por Práxedis G. Guerrero: el ataque a Palomas, Chihuahua; también un levantamiento en Casas Grandes, en el mismo estado; combates en la sierra de Jimulco, en la zona de Viesca, Coahuila; un ataque en Matamoros, Tamaulipas, y en Mexicali, Distrito Norte de Baja California; y en agosto, guerrillas en la sierra del Burro, Coahuila.11




    En octubre de 1908 el juez de Distrito de Sonora condenó a ocho años de prisión al yaqui Javier Huitimea, comisionado para insurreccionar a la Tribu; en marzo de 1909 se produjo un motín magonista en San Andrés, Chihuahua, y el 29 de enero de 1911, ya estallada la Revolución, magonistas tomaron Mexicali. Este último asalto fue considerado por las autoridades como una invasión, por participar en él algunos anarquistas estadounidenses.




    Las autoridades calificaron a dichos alzados como “revoltosos”, pero fue con el general Luis E. Torres, jefe de la 1.ª Zona Militar, a petición del juez de primera instancia de Mexicali, refugiado en Calexico, que se les comenzó a llamar “filibusteros”. Ese calificativo para los rebeldes magonistas ha sido utilizado por ciertos historiadores y cronistas que no han buscado comprender la esencia ideológica y política de magonismo.12




    Todos estos golpes magonistas tuvieron poca respuesta de las poblaciones y las autoridades controlaron la situación. Fue ésta una primera señal para Ricardo Flores Magón y los líderes magonistas —quienes quizá no alcanzaron a verla y ponderarla en todas sus dimensiones— de que la gente liberal de prácticamente todo el país había acogido con gran interés y convicción, comprendiendo y haciendo propio el Programa del Partido Liberal y la búsqueda de su implantación por los caminos de la ley, pero que aún no sentía que hubiera condiciones para derrocar la dictadura, como medida de última instancia, recurriendo al uso de las armas. Eso vendría poco tiempo después.




    Por otra parte, las autoridades porfiristas tampoco percibieron, a través de las protestas obreras, huelgas y levantamientos magonistas, que el país hervía en un descontento que pronto se manifestaría en la Revolución.




    El Programa del Partido Liberal —que muy poco después de hacerlo público quienes principalmente tomaron parte en su formulación consideraron que quedaba atrás de sus posiciones político-ideológicas— fue, por otra parte, fundamento de todos o casi todos los planteamientos políticos e ideológicos de las diferentes facciones revolucionarias que se expresarían al poco tiempo, y sus contenidos principales acabaron incorporándose a la Constitución de 1917.




    El 1 de julio de 1906 la Junta Organizadora del Partido Liberal Mexicano dio a conocer su programa, precedido por una exposición, en la que, entre otras cuestiones, postulaba la lucha contra las persecuciones y el despotismo del porfiriato, declarando, además, su certeza de triunfar sobre la dictadura. Y señalaba también:




    No se puede decretar que el Gobierno sea honrado y justo: tal cosa saldría sobrando cuando todo el conjunto de las leyes, al definir las atribuciones del Gobierno, le señalen con bastante claridad el camino de la honradez; pero para conseguir que el gobierno no se aparte de ese camino, como muchos lo han hecho, sólo hay un medio: la vigilancia del pueblo sobre sus mandatarios, denunciando sus malos actos y exigiéndoles la más estrecha responsabilidad por cualquier falta en el cumplimiento de sus deberes. Los ciudadanos deben comprender que las simples declaraciones de principios, por muy altos que éstos sean, no bastan para formar buenos gobiernos y evitar tiranías; lo principal es la acción del pueblo, el ejercicio del civismo, la intervención de todos en la cosa pública.13




    En esta exposición, un primer postulado central es la caída de la dictadura para restituir plena vigencia la Constitución de 1857. Conviene resaltar que hacia el final de esta exposición se plantea la necesidad de que un congreso apruebe el programa para que su puesta en práctica se convierta en obligación del gobierno, responsable éste de su cumplimiento ante el propio Congreso, confirmando la profunda convicción democrática y representativa, y de paso visualizando así un proceso de planeación, muy adelantado a su tiempo en las prácticas de la gestión pública.




    El Programa del Partido Liberal Mexicano consta de 51 puntos, más una cláusula especial. A mi juicio los más importantes, desde una perspectiva ideológica y por su traslado posterior a propuestas del movimiento revolucionario y a la propia Constitución de 1917, son la reducción del periodo presidencial a cuatro años y la supresión de la reelección del presidente, el vicepresidente y los gobernadores; la abolición de la pena de muerte; la enseñanza laica y obligatoria para todos los menores de 14 años; la consideración de mexicanos para los extranjeros que adquirieran propiedad en el país; jornada de trabajo máxima de ocho horas y salario mínimo de un peso; indemnización pagada por los patrones por los accidentes de trabajo; anulación de las deudas de los jornaleros del campo y la entrega de tierras a quien lo solicitara con la sola condición de trabajarla, y establecer lazos de unión con los países latinoamericanos.14




    

      




      

        4 La primera, fecha y hora en que Porfirio Díaz se hace por primera ocasión de la presidencia de la República; la segunda, fecha establecida por Francisco I. Madero en el Plan de San Luis para que estallara la Revolución.
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    III




    La sucesión presidencial de 1910




    El primer documento propiamente dicho de la Revolución Mexicana es el Plan de San Luis Potosí de Francisco I. Madero; el cual fue escrito el 5 de octubre de 1910 en Texas, después de que su autor fuera detenido el 6 de junio en Monterrey y trasladado el 21 del mismo mes a San Luis Potosí, de donde escapó de su arbitrario encarcelamiento. En dicho plan convocaba de manera abierta al pueblo a levantarse en armas contra la dictadura de Porfirio Díaz, precisamente el 20 de noviembre, a las seis de la tarde, cuando se cumplirían 34 años de que Díaz se hiciera por primera vez de la presidencia de la República, a raíz de rebelarse en Tuxtepec.




    En 1892 tiene lugar la segunda reelección inmediata de Porfirio Díaz. Dentro del grupo cercano al presidente había dudas de si éste buscaría la reelección y algunos nombres empezaron a sonar, sin mayor estridencia, como posibles sucesores, entre ellos el de Bernardo Reyes, gobernador de Nuevo León. El periodo de esa reelección concluye en 1896 sin problemas mayores y desde 1898 empieza a revolverse el medio político con vistas a la elección que vendría en 1900. Algunos idealistas creen que ya no habría nueva reelección y debía, por tanto, pensarse en quién podría ser el sucesor. Los aspirantes, Reyes uno de ellos, vuelven a quedar burlados. En 1900 Díaz tendrá 70 años y para 1904 serán 74, una edad considerada muy avanzada en la época, por lo que al agitarse la política, Díaz aprueba que en ese año se elija no solamente al presidente, sino que éste vaya en fórmula con un candidato a vicepresidente, y que el periodo se alargue de cuatro a seis años, o sea que concluiría en 1910.




    Al cambio de siglo, como ya se vio, nacen los clubes liberales y la política de fondo empieza a cuestionar el incumplimiento de las Leyes de Reforma y de la Constitución. Se constituye el Partido Liberal Mexicano (PLM) y tienen lugar las grandes huelgas, severamente reprimidas, de Cananea y Río Blanco, y los levantamientos y ataques fracasados de miembros del PLM en diferentes partes del país. En materia electoral, las cosas siguen inamovibles. Hasta que en los primeros días de marzo de 1908 se hace pública la entrevista del presidente con el periodista James Creelman. Llegó lo inesperado:




    Bomba política, pues el presidente anuncia en ella que no presentará su candidatura en 1910, que México está maduro para la democracia y que vería favorablemente la constitución de un partido de oposición […]




    Díaz declara inmediatamente después que ha llegado el día en el que pueden renacer las prácticas democráticas […]




    Sigue la conclusión, en perfecta lógica con estas promesas: “Tengo firme resolución de separarme del poder al expirar mi periodo […] Si en la República llegase a surgir un partido de oposición, le miraría yo como una bendición y no como un mal; y si ese partido desarrollara poder, no para explotar, sino para dirigir, yo le acogería, le apoyaría y le aconsejaría, y me consagraría a la inauguración feliz de un Gobierno completamente democrático”.15




    Con el asombro renacieron las esperanzas, también las ambiciones. Prácticamente todos creyeron en las palabras del dictador. Todos, o casi todos, quisieron seguir creyendo en ellas después de que la elección de diputados de 1908 fue igual a todas las anteriores del porfiriato: con candidatos y resultados seleccionados y decididos de antemano desde el centro, premios y castigos asignados por el dictador. Los aspirantes no vieron o no quisieron ver esa señal. Reyes cree que puede ser el candidato a la presidencia o al menos a la vicepresidencia en 1910, y alienta un movimiento a su favor, y cuando empieza a cobrar fuerza se esfuma esa posibilidad, al darle el presidente una comisión militar que lo lleva a Europa, donde permanecerá hasta que el porfiriato caiga liquidado.




    La entrevista de Creelman motiva a varios a escribir sobre la situación nacional. Ninguno con la certeza y profundidad del análisis político de Francisco I. Madero en su libro La sucesión presidencial de 1910, y ningún otro con un planteamiento de una acción política como éste. Con La sucesión, Madero




    [Busca] crear una convicción: la democracia es necesaria, es posible y lo es ahora; además el libro quiere provocar una acción: la fundación de un partido independiente […]




    Para Madero los antiguos partidos han desaparecido: el partido conservador ha muerto en el Cerro de las Campanas y “la política de conciliación del general Díaz vino a borrar los últimos vestigios del partido conservador”. El partido liberal se fragmentó en partidos personalistas: juaristas, lerdistas, porfiristas. Bajo Díaz todos estos partidos han desaparecido y no quedan, a finales del régimen, más que dos partidos, formados el uno como el otro, por liberales y católicos: los absolutistas o reeleccionistas y los constitucionalistas o antirreeleccionistas. Los primeros están divididos en “dos grandes banderías ya organizadas [científicos y reyistas] que dividen actualmente la opinión del elemento oficial [y que] están constituidos por quienes desean la prolongación del actual régimen de Gobierno”. Los segundos, “ya sea que sus ideas los acerquen al antiguo partido conservador o al liberal”, quieren que la Constitución “se aplique en la forma y en el fondo, por medio de las prácticas democráticas” […]
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